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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR 

TRASLADO CONTESTACIÓN - EXCEPCIONES 
(Artículos 175 y 201A CPACA – Art. 51 LEY 2080 DE 2021) 

 

Cartagena de Indias D. T. y C., 10 DE SEPTIEMBRE DE 2021  

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicado 13001-23-33-000-2020-00083-00 

Demandante VIRGINIA DEL RIO CABARCAS 

Demandado DISTRITO DE CARTAGENA DE INDIAS 

Magistrado Ponente JEAN PAUL VÁSQUEZ GÓMEZ 

 

 

EN LA FECHA SE CORRE TRASLADO POR EL TÉRMINO LEGAL DE TRES (03) DÍAS A LAS 

PARTES, DE LAS EXCEPCIONES FORMULADA EN LA CONTESTACION PRESENTADA, 

POR EL APODERADO DEL DISTRITO DE CARTAGENA DE INDIAS, MEDIANTE MEMORIAL 

DE FECHA 9 DE ABRIL DE 2021. (FL. 31-96) 

 

 (VER ANEXOS) 

EMPIEZA EL TRASLADO: 13 DE SEPTIEMBRE DE 2021, A LAS 8:00 A.M. 

 

 

DENISE AUXILIADORA CAMPO PÉREZ 

SECRETARIA GENERAL 

                

VENCE EL TRASLADO: 15 DE SEPTIEMBRE DE 2021, A LAS 5:00 P.M. 

 

 

DENISE AUXILIADORA CAMPO PÉREZ 

SECRETARIA GENERAL 
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Despacho 07 Tribunal Administrativo - Bolivar- Cartagena

De: Notificaciones Despacho 04 Tribunal Administrativo - Bolivar - Cartagena
Enviado el: martes, 13 de abril de 2021 9:04 a.m.
Para: Despacho 07 Tribunal Administrativo - Bolivar- Cartagena
Asunto: RV: CONTESTACION DEMANDA - DD Virginia del Río Cabarcas DDO DISTRITO DE

CARTAGENA. / 13001333301120200013000
Datos adjuntos: Contestación DDA Virgina Cabarcas + Anexos.pdf

JESÚS EL RADICADO CORRECTO DEL EXPEDIENTE ES 13001-23-000-2020-00083-00

De: Daniel Eduardo Barrios Diaz <danielbarriosabog@gmail.com>
Enviado: viernes, 9 de abril de 2021 4:03 p. m.
Para: Notificaciones Despacho 04 Tribunal Administrativo - Bolivar - Cartagena <desta04bol@notificacionesrj.gov.co>;
Secretaria General Tribunal Administrativo - Bolivar - Bolivar <sgtadminbol@notificacionesrj.gov.co>
Cc:marcelorozco@hotmail.com <marcelorozco@hotmail.com>
Asunto: CONTESTACION DEMANDA - DD Virginia del Río Cabarcas DDO DISTRITO DE CARTAGENA. /
13001333301120200013000

Señores
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR
Honorables Magistrados
La ciudad

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Radicado: 13001333301120200013000
Demandante: Virginia del Río Cabarcas
Demandado: DISTRITO DE CARTAGENA.

Asunto: Contestación Demanda

Por el presente medio me permito enviar contestación de Demanda del proceso en referencia.

Espero acuso de recibo.

Este correo se envía a marcelorozco@hotmail.com en los términos del Decreto 806 de 2020.

--

DANIEL EDUARDO BARRIOS DIAZ
Abogado
Especialista en Seguridad Social
Magister en Derecho del Trabajo



Señores
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR
Honorables Magistrados
La ciudad

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Radicado: 13001333301120200013000
Demandante: Virginia del Río Cabarcas
Demandado: DISTRITO DE CARTAGENA.

Se dirige a usted DANIEL EDUARDO BARRIOS DIAZ, identificado con la cédula de
ciudadanía No. 1.047.393.643 expedida en Cartagena, abogado en ejercicio con
tarjeta profesional 188.706 del C.S de la J. con domicilio y residencia en la ciudad
de Cartagena a fin de dar contestación a la demanda de la referencia en los
siguientes términos:

I. NOMBRE DEL VINCULADO, DOMICILIO, NOMBRE DE SU REPRESENTANTE LEGAL.

El demandado es el DISTRITO TURÍSTICO Y CULTURAL CARTAGENA DE INDIAS, entidad
territorial de derecho público (Artículo 328 C. N.), con domicilio principal en
Cartagena de Indias, Centro Plaza de la Aduana; Edificio de la Alcaldía Distrital.

El representante legal de la demandada, es el Alcalde Mayor del DISTRITO
TURÍSTICO Y CULTURAL CARTAGENA DE INDIAS, WILLIAM JORGE DAU CHAMATT,
mayor de edad, con domicilio y residencia en Cartagena de Indias; acreditado
con credencial de la Registraduría Nacional del Estado Civil, de 22 de noviembre
de 2.019 y posesionado mediante Acta de Posesión 001, de La Notaría Séptima (7)
de Cartagena, el 1er día del mes de enero 2020.

El Alcalde Mayor de Cartagena de Indias, mediante Decreto 0228 de febrero 26 de
2.009, vigente a la fecha, en su artículo 17 delegó en el JEFE DE LA OFICINA
ASESORA JURÍDICA, la facultad de otorgar poderes en nombre y representación del
DISTRITO TURÍSTICO Y CULTURAL CARTAGENA DE INDIAS, para comparecer en los
procesos judiciales en los que tenga interés o se encuentre vinculado el citado ente
territorial.



Con fundamento en el Decreto citado en el anterior inciso, LA JEFE DE LA OFICINA
ASESORA JURÍDICA, del DISTRITO TURÍSTICO Y CULTURAL CARTAGENA DE INDIAS,
doctora MYRNA ELVIRA MARTINEZ MAYORGA, nombrado por Decreto 0035 de Enero
7- 2.020 emanado del Alcalde Mayor de Cartagena, con acta de posesión 2046 de
Enero 13 de 2020, le confirió poder al suscrito para actuar dentro del proceso de la
referencia.

II. PRONUNCIAMIENTO EXPRESO SOBRE LOS HECHOS

SOBRE EL HECHO PRIMERO: Es cierto.
SOBRE EL HECHO SEGUNDO: Es cierto
SOBRE EL HECHO TERCERO: Es cierto que mediante resolución No. 6861 del 2 de
octubre de 2018 se comparte la pensión de jubilación convencional de la señora
VIRGINIA DEL RIO CABARCAS a partir del 1 de julio de 2010. No es cierto que no se
haya notificado a la demandante, pues de ser así no se entiende su mención y el
conocimiento de la misma expresado en el medio de control.
SOBRE EL HECHO CUARTO: Es cierto.
SOBRE EL HECHO QUINTO: Es cierto y no se evidencia en la presente acción que se
demande el acto administrativo que surge como consecuencia de la presentación
del recurso de reposición ya que el de apelación no procedía contra la resolución
No. 7460 del 22 de octubre de 2018.
SOBRE EL HECHO SEXTO: No es un hecho, se trata de un trámite previo al medio de
control que no guarda relación directa con las pretensiones del mismo.

III. PRONUNCIAMIENTO EXPRESO DE LAS PRETENSIONES

Nos oponemos a la totalidad de las pretensiones puesto que a la demandante no
le asiste el derecho a retener lo pagado en exceso producto de que recibía dos
pensiones del tesoro público.

El fondo territorial de Pensiones, en virtud del artículo 128 de la Constitución, el
Decreto 758 de 1990 y la jurisprudencia, tiene la facultad de exigir el reintegro de lo
pagado en exceso por motivo de pago de lo no debido.



IV. EXCEPCIONES
PRESCRIPCIÓN
Si bien se rechazan la totalidad de las pretensiones de la demanda, solicitamos que
declare la prescripción de cualquier derecho reclamado del que hayan pasado
más de tres años de su causación.

V. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE LA DEFENSA

DE LA LEGALIDAD DE LAS ACTUACIONES DEL FONDO TERRITORIAL DE PENSIONES

La figura de la compartibilidad de la pensional está inspirada en el artículo 128 de
la Constitución Política, la cual dispone que nadie podrá recibir más de una
asignación que provenga del tesoro público. Por tesoro público se entiende “el de
la Nación, el de las entidades territoriales y el de las descentralizadas”, como señala
el artículo señalado.

El artículo 18 del Decreto 758 de 1990 señala que los empleadores, registrados
como tales en el Instituto de Seguros Sociales:

“(…) que otorguen a sus trabajadores afiliados pensiones de jubilación
reconocidas en convención colectiva, pacto colectivo, laudo arbitral o
voluntariamente, causadas a partir del 17 de octubre de 1985, continuarán
cotizando para los seguros de invalidez, vejez y muerte, hasta cuando los
asegurados cumplan los requisitos exigidos por el Instituto para otorgar la
pensión de vejez y en este momento, el Instituto procederá a cubrir dicha
pensión, siendo de cuenta del patrono únicamente el mayor valor, si lo
hubiere, entre la pensión otorgada por el Instituto y la que venía cancelando
al pensionado”.

La Corte Constitucional, al referirse a la figura de compartibilidad pensional en la
sentencia SU-542 de 2016, indicó que ella consiste en “protección que se otorga en
favor del ingreso pensional del jubilado, cuando el mismo cumple con todos los
requisitos para acceder al pago de la pensión vitalicia de vejez, por parte de la
entidad administradora de tales recursos. En tales circunstancias, la antigua
empleadora debe asumir el pago de las mesadas hasta tanto el empleado cumpla
la edad y el tiempo de cotizaciones exigidos por la ley para todas las personas”.



La Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia al explicar la diferencia entre la
compartibilidad pensional y la compatibilidad pensional, señala lo siguiente:

“(…) que las pensiones convencionales causadas con posterioridad al 17 de
octubre de 1985, como la de la demandante que lo fue el 30 de octubre de
1999, son compartibles entre el empleador y el INSTITUTO DE SEGUROS
SOCIALES, desde que la organismo de seguridad social reconozca la pensión
de vejez. Se refirió en los siguientes términos: “... es dable aclarar que, frente
a las pensiones, es distinto el concepto de la compartibilidad del de la
compatibilidad, pues el primero surge conforme a los supuestos de hecho
que los artículos citados disponen, esto es, que una vez se empieza a pagar
la de vejez por el ISS, se comparte su valor con la que venía siendo pagada
por la empresa, reconocida el 17 de octubre de 1985 siendo de cuenta de
esta última su mayor valor, si lo hubiere, mientras que en el segundo no se
confunden o comparten los valores de una y otra pensión, las dos se pagan
separadamente, una por el Instituto y otra por la empleadora.(…)”1

De lo anterior podemos entender que (i) la Compartibilidad Pensional encuentra su
fundamento constitucional en el artículo 128 C.N.;(ii) la Compartibilidad pensional
implica que la persona venía recibiendo una pensión de origen convencional que
es subrogada al momento en que le es reconocida una pensión de origen legal.
Quedando la obligación de pago de la pensión convencional únicamente por el
mayor valor o diferencia existente entre la pensión convencional inicial y la legal
reconocida. Esto, siempre que tal mayor valor existiese.

En el presente caso, la demandante recibía dos pensiones provenientes del Tesoro
Público, esto es:

● Pensión de jubilación reconocida por la antigua Empresa de Servicios
Públicos Distritales de Cartagena, reconocida mediante Resolución 045 del
15 de abril de 1996.

● Y pensión de vejez del extinto Instituto de Seguros Sociales, reconocida
mediante resolución  103507 del 15 de julio de 2010.

● No existe norma convencional que disponga la compatiblidad entre la
pensión legal de vejez y la pensión convencional reconocida mediante
resolución No. 015 de 15 de abril de 1996.

1 Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, M.P. Carlos Ernesto Molina Monsalve, Bogotá D.C., 30 de
enero de 2002, radicado No: 40303.



Por tal motivo, la resolución 6861 del 6 de agosto de 2018 expedida por el Fondo
Territorial de Pensiones del Distrito de Cartagena, ordenó la compartibilidad de las
pensiones anteriormente señaladas. Estas situaciones fácticas son reconocidas por
la parte accionante, no siendo controvertidas en el escrito de demanda.

Ahora el objeto de discusión en el presente caso es la legalidad de la resolución
No. 7460 de 2018, por medio de la cual se ordena el reintegro de las mesadas
pagadas a la accionante en exceso, por cuanto no tenía derecho a ellas. Por ello,
por medio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, la demandante
aduce que su derecho subjetivo amparado en una norma jurídica ha sido
lesionado.

Me permito señalar los argumentos principales de la demandante:

1. Que la jurisprudencia es invariable y pacífica al momento de negar las
pretensiones de las entidades encargadas de reconocer y pagar pensiones,
relacionadas con ordenar al pensionado el reintegro de las sumas de dinero,
pagadas en exceso.

2. Que la jurisprudencia señala que “las pensiones se reconocieron con
fundamento en la ley y la convención vigente entre las partes, pero por
sobre todo, sin que pueda imputarse al beneficiario de la prestación culpa
del acto, o mala fe al recibir lo pagado en exceso”.

3. Que no puede afectarse al pensionado por el descuido de la entidad al no
estar atento de dichos hechos.

4. Que la demandante no actuó de mala fe. Ni cometió falsedad para recibir
ambas pensiones.

5. Que el artículo 164, en su literal c señala: “se dirija contra actos que
reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones periódicas. Sin
embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a
particulares de buena fe”.

6. Que el gravamen es sorpresivo, y es una carga que excede su capacidad
económica y patrimonial.

Todos los argumentos anteriormente señalados están basados en interpretaciones
subestándar de la Constitución, ley y de la jurisprudencia sobre el tema de la
compartibilidad pensional; argumentos que me permitiré desvirtuar a continuación.



En primera medida, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido enfática
que el beneficiario de las pensión de jubilación, no puede seguir recibiendo dicho
beneficio cuando llegado el momento el Seguro Social le ha reconocido a pensión
de Vejez2. De la misma manera:

“Finalmente, el pensionado que se haya beneficiado con lo pagado en
exceso, no podrá pretender conservar dichos dineros indebidamente
recibidos, razón por la cual, la entidad que tenga derecho a exigir su
devolución deberá hacer uso de los mecanismos legales y judiciales
existentes”3.

También en la sentencia T-1117 de 2003 se señaló que:

“(...)en aquellos eventos en los cuales, fruto del intercambio de información
entre entidades o de la información que allegue el propio beneficiario, sea
posible establecer -de forma objetiva- el monto prestacional a cargo de una
de ellas, el empleador podrá expedir el acto administrativo que modifique el
acto de reconocimiento, sin que sea necesario contar con el consentimiento
del titular, con el fin de no que no concurra un doble pago por una única
prestación, de conformidad con lo establecido en el artículo 128 de la
Constitución.

(...)Sin embargo, esto no faculta al beneficiario para apropiarse de lo
pagado en exceso y, por tanto, la entidad podrá recurrir a los mecanismos
legales con este fin (...).”

En el mismo sentido, mediante sentencia T-1060 de 2005, la Corte Constitucional
señaló que:

“No obstante lo anterior, el pensionado que se haya beneficiado con lo
pagado en exceso, no podrá pretender conservar dichos dineros
indebidamente recibidos, razón por la cual, la entidad que tenga derecho a
exigir su devolución deberá hacer uso de los mecanismos legales y judiciales
existentes.”

3 Ibidem.

2 Corte Constitucional, Bogotá D.C., Sentencia T-1223 del 11 de diciembre 2003. M.P:Dr. Rodrigo
Escobar Gil.



Siendo así las cosas, no es cierto que la jurisprudencia ha sido pacífica al momento
de denegar las pretensiones que versen sobre el reintegro de los dineros pagados
en exceso en virtud de dos pensiones. Tanto así, que en virtud del artículo 128
Constitucional, el beneficiario de las dos pensiones no puede conservar dichos
dineros pagados en exceso, independientemente de si ellos se hayan recibido de
buena o mala fe.

Señala la demandante que no se puede recuperar las prestaciones pagadas a
particulares de buena fe, en virtud del literal c) del artículo 164 del CPACA. Hace
una interpretación totalmente fuera de contexto de dicha disposición normativa en
relación con el caso concreto.

A saber que el artículo 164 del CPACA señala la oportunidad para presentar una
demanda ante la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo; no obstante, el
Distrito de Cartagena - Fondo Territorial de Pensiones no ha presentado demanda
administrativa. Lo que se realizó fue la expedición de un acto administrativo
inspirado en el artículo 128 de la C.N., que establece la figura de la compartibilidad
pensional.

En el mismo sentido, olvida la jurisprudencia que trata sobre la facultad que tienen
las entidades de cobrar el reintegro de lo pagado en exceso, como ya se señaló
de manera extensiva.

Ahora, aduce la demandante que el gravamen es sorpresivo y que está por
encima de su capacidad económica y patrimonial. En este punto es necesario
señalar lo siguiente:

La Constitucional ha señalado que antes de suspender o reducir el monto de la
pensión, el antiguo empleador deberá respetar el derecho al debido proceso y al
mínimo vital. En la mencionada sentencia T-1223 de 2003, señaló que:

“Sin embargo, esto no faculta al beneficiario para apropiarse de lo pagado
en exceso y, por tanto, la entidad podrá recurrir a los mecanismos legales
con este fin, evaluando “(…) la buena o mala fe del beneficiario, su situación
económica, la esperanza de vida y el monto total de lo reclamado, entre
otros criterios encaminados a no desconocer el derecho al mínimo vital del
beneficiario”. En consecuencia, la providencia estudiada tuteló los derechos
de los accionantes tras concluir que, antes de expedir el acto administrativo



que activó la figura de la compartibilidad, no se tuvo en consideración que
debía valorarse el valor exacto del exceso que debía seguir siendo pagado”.

También en la sentencia T-618 de 2017, se señala que se debe agotar un
procedimiento antes de disponer la suspensión o reducción del monto de la
pensión, esto para proteger los derechos al mínimo vital, al debido proceso y a la
seguridad social.

Ahora si vemos la resolución 7460 del 22 de octubre de 2018, acto administrativo
demandado, el Fondo Territorial de Pensiones en la parte resolutiva señala lo
siguiente: (i) informa a la pensionada cuanto es el monto pagado en exceso que
ella tiene el deber de devolver; (ii) exhorta a la pensionada a que se acerque a la
Dirección del Fondo Territorial de Pensiones para dar inicio a un acuerdo
concertado de la forma en que se realizará la devolución del pago de lo no
debido.

Por ello, no se debe aceptar el argumento que dicha decisión es sorpresiva y que
afecta económicamente a la demandante, puesto que este acto administrativo
invita a la realización de un acuerdo concertado entre la demandante y el Fondo
Territorial de Pensiones, en el que se busque un correcto cobro de lo pagado
exceso sin que se violente los derechos de la pensionada.

En tal sentido, el Fondo Territorial ha venido actuando dentro de los parámetros y
facultades establecidos en la Constitución, la ley y la jurisprudencia, ejerciendo una
facultad que busca dar cumplimiento con el artículo 128 Constitucional y
respetando el derecho al Debido proceso, al mínimo vital y a la seguridad social.

Teniendo en cuenta todo lo anterior, la demandante NO tiene derecho a quedarse
con lo pagado en exceso en virtud de lo anteriormente señalado, además el Fondo
Territorial ha actuado dentro de los parámetros constitucionales y legales
respetando el debido proceso, por tanto solicito que se desestimen TODAS las
pretensiones de la demanda.

VI. PRUEBAS

Señor juez tenga por pruebas los siguientes documentos:

1. Decreto 0035 de 2.020, a través del cual se nombra al Dr. MYRNA MARTINEZ
MAYORGA, como Jefe de la Gerente de la Oficina Asesora Jurídica del Distrito.



2. Acta de Posesión de la Dra. MYRNA MARTINEZ MAYORGA.
3. Fotocopia del Decreto 228 de 2.009, por el cual el Alcalde Mayor de
Cartagena de Indias, delega unas funciones.
4. Copia del expediente administrativo de Virginia Cabarcas en poder del
Fondo Distrital de Pensiones.

VI. ANEXOS

● Todos los documentos relacionados como pruebas y poder para actuar.

VII. NOTIFICACIONES

El suscrito recibirá notificaciones al siguiente correo electrónico:
danielbarriosabog@gmail.com

Del señor Juez, con el respeto acostumbrado,

DANIEL EDUARDO BARRIOS DÍAZ
CC. No. 1.047.393.643

T.P No 188706 del C.S. de la J

mailto:danielbarriosabog@gmail.com
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Cartagena de Indias D. T y C., martes, 23 de marzo de 2021 
 
 
Oficio AMC-OFI-0027729-2021 
 
 
Doctora 
MYRNA ELVIRA MARTINEZ MAYORGA 
Jefe Oficina Asesora Jurídica 
Alcaldia Mayor De Cartagena De Indias 
Centro, Plaza De La Aduana, Piso 2 
Cartagena De Indias 
 
Doctora 
LOURDES PATRICIA PÉREZ BADEL 
Abogada Asesora Código 105 Grado 47 
Oficina Asesora Jurídica de la Alcaldía Mayor de Cartagena de Indias 
 
 
Cordial saludo, 
 
En atención a su solicitud radicada bajo AMC-OFI-0024770-2021 del 15 de marzo de 2021, el Fondo 
Territorial de Pensiones le remite conforme al requerimiento probatorio en el proceso de Nulidad y 
Restablecimiento de la demandante VIRGINIA DEL RÍO CABARCAS, copia integra del expediente 
pensional que reposa en esta dependencia de la pensionada VIRGINIA DEL RIO CABARCAS, que 
consta de 113 folios, con lo siguiente: 
  

1. Resolución 045 del 15 de abril de 1996, que reposa del folio 15-18. 
2. Resolución 103507 del 15 de julio de 2010, que reposa en los folios 89-90. 
3. Resolución 6861 del 2 de octubre de 2018, que reposa en los folios 90-107. 
4. Notificación de la Resolución 6861 del 2 de octubre de 2018, que reposa en los folios 108-109. 
5. De la respuesta al recurso interpuesto contra la resolución 7460 de octubre 22 de 2018. 
constan en los folios 110-113, siendo dada respuesta por medio de la Resolución 8368 de 13 de 
noviembre de 2018. 

 
Se le advierte, que la resolución 7460 del 22 de octubre de 2018 no reposa dentro del expediente 
administrativo, por lo que procedemos a solicitar copia autentica al archivo central de la Alcaldía de 
Cartagena, para allegarla a usted en el menor tiempo posible y anexar al expediente administrativo. 
 
 
 



 

 

 
Así mismo, no reposa dentro del expediente administrativo copia de los recursos presentados a la 
resolución 6861 del 2 de octubre de 2018, ni el acto administrativo que lo resuelva, así tampoco 
reposa copia del recurso presentado contra resolución 7460 de 22 de octubre de 2018. 
 
Finalmente, es pertinente solicitarle nos remita de manera oficial copia del proceso judicial en curso 
iniciado por la pensionada contra el Distrito de Cartagena, toda vez que es necesario que las copias 
obren dentro del expediente administrativo de esta dependencia. 
 
El expediente administrativo fue enviado al Doctor DANIEL EDUARDO BARRIOS DÍAZ, el 17 de 
marzo de 2021 a las 10:54 a.m., a través del correo electrónico danielbarriosabog@gmail.com. 
 
 

Atentamente, 
 
 

 
   Director Administrativo 
   Fondo Territorial de Pensiones del Distrito de Cartagena  
Proyectó: Raquel Sofia Figueroa Morelo  
Revisó: Lissette Rodelo  
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